 CNCiv., Sala B, 31/07/2012. - A., J. O. c. Almirante Brown S.R.L. y otro s/daños y perjuicios
Vistos y Considerando:

I. Vienen los autos a la alzada para resolver la apelación planteada por el codemandado H. A. S. contra la resolución de fs. 117/9 que desestimó la excepción de prescripción planteada. El memorial ha sido presentado a fs. 126 y respondido a fs. 135/6.

II. El actor ha reclamado los daños y perjuicios que considera ocasionados por haberse visto involucrado, como chofer de la empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L., en una causa penal tramitada ante el Juzgado Federal de Orán, Provincia de Salta, por la que habría estado detenido entre el 2 y el 6 de octubre de 2008. Su reclamo lo enderezó contra la sociedad comercial mencionada, así como también contra el Sr. H. A. S., quien sería un socio gerente de tal persona jurídica.

El magistrado de grado ha desestimado las excepciones opuestas por ambas codemandadas en la inteligencia de que habría existido una suspensión del plazo de la prescripción ocasionada por la mediación previa, elemento que sumado a la promoción del beneficio de litigar sin gastos promovido por el actor el 18/11/2010, habría mantenido vivas las acciones dirigidas contra ambas codemandadas. Contra tal resolución se alza exclusivamente el codemandado Serrano.

III. Se agravia el apelante por considerar que la mediación privada prejudicial cumplida en autos no le resulta oponible a su parte, por no haber sido convocado a tal espacio. Sobre tal base, construye su crítica a la solución propuesta por el a quo en lo tocante a su persona.

De los antecedentes de autos surge que a la mediación concretada en las audiencias del 19/3/2009 y 14/04/2009 no fue convocado el codemandado H. A. S., de lo que se sigue que la suspensión del curso de la prescripción no operaría en su respecto; sin perjuicio de lo que sí ocurrió con relación a la empresa Almirante Guillermo Brown S.R.L., cuya citación sí fue concretada.

Por tratarse de una mediación privada, la suspensión del plazo de prescripción se calcula desde “la fecha del instrumento auténtico mediante el cual se intenta notificar fehacientemente al requerido la audiencia de mediación y opera sólo contra quien va dirigido” (art. 29 de la ley 24.573, t.o. ley 25.661), plenamente aplicable al caso en razón de la fecha en que ocurrió el hecho y se llevó a cabo el trámite de mediación, lo que torna temporalmente inoperante la nueva ley 26.589 que rige la cuestión sólo a partir de su entrada en vigencia el 7/08/2010 (conf. Proceso de daños –Director: Claudio M. Kiper–, Buenos Aires, La Ley, 2010, pág. 252). Debido a este claro precepto, las cartas documento de fs. 11/2 y 13/14 de fechas 26/02/2009 y 19/03/2009, al no haber sido dirigidas al apelante sino a los Sres. L. S. y M. S., resultan inoponibles al recurrente, por lo que no cabe extender en su respecto el efecto suspensivo de la mediación que cabría reconocer a favor de tales personas que, finalmente, no han sido demandadas.

Desde esta perspectiva, tomando en consideración que respecto de H. A. S. no existió suspensión derivada ni de la mediación previa ni de interpelación fehaciente anterior alguna (elemento que el actor intenta introducir al atribuir ese alcance a las cartas documento dirigidas a L. y M. S.), la promoción del beneficio de litigar sin gastos de fecha 18/11/2010 carece de eficacia para considerarse interruptora del plazo de prescripción debido a que esa demanda fue incoada luego de vencido el plazo bianual desde el hecho presuntamente generador de responsabilidad. Distinto es el caso de Almirante Guillermo Brown S.R.L., respecto de quien sí había existido la suspensión que se deriva de la remisión que efectúa el art. 29 de la ley 24.573 (t.o. ley 25.661) al art. 3986 del Código Civil por haber sido válido el intento de notificación fehaciente de fs. 9/10 y 15/16, de lo que se sigue que la posterior promoción del beneficio de litigar sin gastos fue idónea para operar la interrupción a la que alude el magistrado de grado en su auto interlocutorio.

Vemos así que al tiempo en que se inició el beneficio de litigar sin gastos (18/11/2010), la prescripción ya se había producido respecto de H. A. S.; al tiempo que aún no había operado con relación a la sociedad comercial demandada, en virtud de la suspensión de su curso derivada de la citación de la empresa a la mediación privada.

Por otra parte, reafirma esta circunstancia el hecho de que el actor ha consentido el auto de fs. 25 que dejó en evidencia la inoficiosidad de las citaciones anteriormente realizadas a L. y M. S. Máxime, cuando en la mediación privada la suspensión sólo opera individualmente respecto de cada uno de los requeridos, a partir de la fecha de intento de notificación fehaciente a la persona a la que va dirigido. Y resulta ser que la persona a la que se dirigió tal tentativa de notificación no es la misma que a la postre fue demandada.

IV. A todo evento, cabe referir que la recolección de los datos necesarios para promover los actos constitutivos del proceso judicial es tarea propia de los interesados (Colombo, Carlos J., Diligencias preliminares en el proceso civil, Bs. As., Abeledo-Perrot, 1963, p. 145) por lo que compete al propio actor o su letrado cumplir extrajudicialmente múltiples averiguaciones en aras de determinar la identidad de la persona a demandar. Cabe añadir que los abogados cuentan con la posibilidad que les otorga el art. 8º de la ley 23.187 de ejercicio profesional, que los faculta a requerir a las entidades públicas información concerniente a las cuestiones que se les hayan encomendado y tener libre acceso personal a archivos y demás dependencias administrativas en las que existan registros de antecedentes. La norma ha exceptuado de tal prerrogativa sólo aquellos datos de carácter estrictamente privados y aquellos registros o archivos cuyas constancias se declararen reservadas por disposición legal, entre los que no se encuentran los que podrían aportar mayores datos orientados a individualizar adecuadamente al accionado. Sólo ante el eventual fracaso de las estrategias desplegadas fuera de los tribunales, el ordenamiento procesal prevé la posibilidad de plantear las medidas preparatorias del art. 323 del Código Procesal, lo que daría lugar a un procedimiento orientado a obtener los datos que permitan plantear la demanda con la certidumbre necesaria (ver Proceso de daños –Director: Claudio M. Kiper–, Buenos Aires, La Ley, 2010, págs. 258/9 y concs.).

Frente a ello, resulta inexplicable la modificación observada entre las personas convocadas al trámite de mediación previa, suspensivo del plazo de prescripción, y la que finalmente fue demandada.

La ausencia de toda diligencia previa idónea para identificar debidamente al accionado con antelación a la demanda, lo que en la especie redunda en perjuicio de la efectividad de la suspensión e interrupción del plazo de prescripción liberatoria, no puede ser saneada con alcance retroactivo luego de operada aquella.

V. Las costas devengadas por el incidente de prescripción en ambas instancias deberán ser soportadas por la actora vencida (arts. 68 y 69 del Código Procesal).

Por las razones expuestas, el tribunal resuelve: I. Hacer lugar al recurso de apelación concedido. En consecuencia, se modifica parcialmente lo resuelto a fs. 117/9 y se admite la excepción de prescripción planteada por H. A. S., con costas de ambas instancias al actor. II. Regístrese y devuélvase. Notifíquese en la primera instancia (art. 135, inc. 7º, del Código Procesal). El Dr. Mizrahi no firma por hallarse en uso de licencia. – Omar L. Díaz Solimine. – Claudio Ramos Feijóo (Sec.: Hernán H. Pagés).
